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os colectivos no son una experiencia nueva en 
el país. Las primeras expresiones de este tipo 
datan de la década de 1970, cuando inspirados 
en las ideas de izquierda nacieron grupos que 
mezclaban a estudiantes universitarios, dirigen-
tes sindicales y representantes comunitarios. Es-
tos eran quienes proponían modos alternativos 
de dirigir las políticas sociales y económicas de 
los gobiernos de la época, a los que se les re-
prochaba discriminar y excluir a las grandes 
mayorías populares, cada vez menos protago-
nistas de las dinámicas nacionales. 

En un clima que les resultaba desfavorable en 
cuanto a la posibilidad de exponer sus plantea-
mientos, los miembros de estos grupos, especial-
mente aquellos reconocidos como sus líderes, 
eran censurados y perseguidos por los organis-
mos oficiales, otorgándoles rótulos de agitadores 
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o comunistas. El porcentaje de la sociedad ve-
nezolana que conocía sobre estos grupos (mino-
ritario si se toma en cuenta que la fluidez de 
información y lo localizado de su accionar no les 
permitía ser visibles en todo el país) generalmen-
te los rechazaba o relativizaba su influencia.

Con los años, los colectivos se fortalecieron en 
zonas muy específicas de Caracas. Es así como 
en el sector 23 de Enero se estableció el grupo 
de los Tupamaros, quizá el más reconocido de 
este tipo. Como en todo proceso de formación 
y consolidación de agrupaciones que buscan in-
cidir en la cotidianidad, bien sea desde la lega-
lidad o al margen de la ley, los colectivos origi-
nales se han desmembrado dando origen a nue-
vos y variados grupos; poniendo en escena, tam-
bién, nuevas y variadas formas de concebir su 
actuación y presencia en las localidades. 

Un cambio de orientación ideológica en la 
presidencia de la República y su posterior con-
quista de espacios en gobernaciones, alcaldías 
y en la Asamblea Nacional, generaron las con-
diciones idóneas para que los colectivos – tradi-
cionalmente identificados con la llamada lucha 
social, de militancia izquierdista y contrarios al 
establishment representado por el bipartidismo– 
obtuvieran prebendas que no solo les lavaba el 
nombre, sino que al mismo tiempo los convertía 
en aliados políticos con el entramado de nego-
ciaciones que tal condición trae aparejada. 

Quienes desde su origen fueron repudiados 
por los cuerpos de seguridad y desconocidos por 
la sociedad en general, ahora están en una po-
sición privilegiada para hacerse escuchar, tenien-
do en cuenta que el ideario de sus luchas coin-
cide plenamente con el pensamiento que gobier-
na. Ante tal hecho, el maridaje entre los colecti-
vos y el poder político, en sus distintos niveles, 
no resulta sorprendente. Lo llamativo lo consti-
tuye el historial de idas y vueltas entre algunos 
colectivos y algunos sectores del Gobierno sig-
nados, generalmente, por acontecimientos donde 
parece romperse la línea de fidelidad. En otras 
palabras, la pretensión de desconocer la autori-
dad de quien les otorgó carta de ciudadanía. 

Control, intimidación y negocios
Frecuentemente los habitantes de los sectores 

en los que estos grupos hacen notoria vida expre-
san tener una identificación con sus miembros, ya 
que dicen sentirse protegidos y los reconocen co-
mo el eco de algunas de sus necesidades. Sin ne-
gar que esta percepción sea libre en algunas per-
sonas, lo que se sabe en este caso, como en ex-
periencias similares en otros países, es que la 
supuesta aceptación y comodidad con estos grupos 
organizados, no es otra cosa que un sentimiento 
de sobrevivencia, una resignación ante una reali-
dad de la cual pueden obtener beneficios siempre 
y cuando no exista resistencia o crítica alguna.

En tal sentido, el abogado criminalista Fermín 
Mármol García comenta: “Los colectivos tienen 
su fortaleza en el control territorial, extendiendo 
su dominio sobre los vecinos y comercios de la 
zona”. También expresa que estos grupos cuentan 
con la aprobación de las comunidades pues im-
pulsan actividades sociales y culturales, y com-
baten el tráfico de drogas y la delincuencia. A 
cambio, la población acepta que ellos asuman las 
funciones de policías, fiscales y jueces. “Hasta 
cobran por proteger a los pequeños comercios”1.

A la par de ganar aceptación basándose en el 
miedo, los colectivos despliegan su plan de ac-
ción erigiéndose en los regentes de las normas 
de convivencia, estableciendo mecanismos de 
control que les garantizan el manejo arbitrario 
de horarios, negocios y pautas; con lo que se 
evidencia tanto la desatención (por complicidad 
o por incapacidad) del Estado en ciertas áreas, 
como el poder real expresado en manejo de ar-
mas y de cercanía con organismos de seguridad 
que pactan abierta o soterradamente con ellos. 

Irrumpe un elemento importante para tratar 
de dimensionar correctamente a los colectivos, 
la ambivalencia de sus acciones. Mostrarse com-
prometidos con la promoción de eventos cultu-
rales, deportivos o relacionados a la distribución 
de alimentos, da a estos grupos un sentido de 
pertenencia con las personas de su zona, así 
como con las políticas sociales del Gobierno. De 
la misma manera que intentan legitimar el uso 
de la violencia armada amparándose en ese com-
promiso de defender los logros del Gobierno 
que, según han explicado, son conquistas irre-
nunciables, por las que se ha de ir hasta las úl-
timas consecuencias en aras de mantenerlas. 

Llegado este punto, los miembros de los co-
lectivos parecen haber adquirido la chapa de 
intocables. Tal como lo demuestran reiteradas 
declaraciones de funcionarios públicos, incluido 
el presidente de la República, llamando a no sa-
tanizar a estos grupos a quienes reconocen co-
mo personas honestas y leales servidores del 
proceso político en el que creen. Esta percepción 
contrasta abiertamente con la mirada de una 
población que ve en estas personas una actitud 
potencialmente peligrosa, una suerte de confor-
mación parapolicial que aumenta el sentimiento 
de vulnerabilidad del ciudadano común y mues-
tra una cara más de la endeble institucionalidad 
venezolana. 

Los colectivos han estado armados,  
están armados
Son muchos los testimonios de quienes han 

sido víctimas de amedrentamiento o agresión, 
entendiendo que por la naturaleza de los casos 
existe gran temor a dar detalles, sumado a la 
impotencia que producen los altos niveles de 
impunidad que hacen menos creíble al sistema 
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policial-judicial del país. Como imagen elocuen-
te sirva hacer memoria de manifestaciones o 
encuentros en los que los colectivos exhiben 
armas en espacios abiertos, públicos y transita-
dos, momentos que han sido captados por cá-
maras fotográficas o televisivas. 

En un acto realizado en el sector 23 de Enero 
de Caracas, el día 8 de agosto de 2013, el presi-
dente Maduro recibió cien armas de fuego, en-
tregadas por Juan Montoya, representante del 
Secretariado Revolucionario de Venezuela, ins-
tancia que agrupa 97 colectivos. Como parte de 
la jornada, Montoya declaró que entregaban esas 
armas “con la convicción de que el Gobierno 
sabrá apreciar en su justo valor este gesto que 
en realidad es una declaración política, produc-
to de la más profunda reflexión”2. Maduro ex-
presaba, para acentuar la importancia del des-
arme de los colectivos: “Las armas de la Repú-
blica las tiene que tener la FANB y el pueblo las 
tiene organizado en milicias”3.

El acto anteriormente citado deja constancia 
de la tenencia de armas por parte de los colec-
tivos, situación que no ha cambiado. Recibir cien 
armas de un Secretariado que coordina 97 gru-
pos es una cifra que invita a pensar en insufi-
ciencia y teatralidad a la hora de querer magni-
ficar un evento de este tipo. Toda actividad en 
la que salgan de circulación armas y municiones 
es un hecho positivo. Lo que no es admisible es 
la pretensión de instalar la idea de desmontaje 
de la estructura armada de los colectivos, en 
base a estas entregas voluntarias. 

Conviene recordar que Juan Montoya fue uno 
de los venezolanos asesinados en los aconteci-
mientos del 12 de febrero de este año. Tanto las 
circunstancias como la investigación del hecho 
han estado rodeados de muchas dudas, sospe-
chas y rumores, al punto que su hermano, Jhon-
ny Montoya, expone: “¿Quién asesinó a Juan-
cho?, poco probable los estudiantes, mediana-
mente probable los del Sebin y con bastante 
probabilidad los colectivos”4. De estas declara-
ciones se intuye la tensión creciente entre algu-
nos colectivos, resultado de las constantes re-
configuraciones internas de cara a mantener 
líneas que les permitan permanecer cerca de los 
círculos de poder que garantizan su libre accio-
nar y ratifican sus privilegios. 

Lucha y depuración, ¿contra quién y de qué? 
Auto definirse como grupos de lucha en de-

fensa de la revolución, coloca a los colectivos 
en un constante escenario de agresividad, estra-
tegia y manejo de claves militares, que requiere 
un adversario, un enemigo. La lógica de la po-
larización ubica entonces como su blanco a todo 
aquel que represente, según ellos, intereses con-
trarios a los del Gobierno, incluso si se encuen-
tra dentro de sus filas. La pertenencia a estos 

grupos no está sustentada únicamente por la 
militancia, debe ser probada en los retos que la 
coyuntura impone, demandando radicalidad o 
flexibilización teniendo como eje las propuestas 
gubernamentales. 

Transmitir una imagen monolítica de cara a 
sus partidarios y a sus detractores es importan-
te para los colectivos, de esa forma generan la 
sensación de fortaleza que les imprime respeto 
y los hace fiables ante el poder. Con esa inten-
ción en su horizonte, no sorprenden situaciones 
como la del 7 de octubre del 2014, en la que 
José Odreman fue asesinado en enfrentamiento 
con una comisión del Cicpc. Esto dio cabida a 
una serie de especulaciones sobre la posibilidad 
de que su muerte representara el desenlace de 
un quiebre entre las aspiraciones y los modos 
de actuar del Colectivo 5 de Marzo, del cual era 
dirigente, y la línea del Secretariado Revolucio-
nario de Venezuela. De ser cierta esa sospecha, 
los colectivos exponen otra arista de la violencia: 
la auto limpieza. 

La tarea
Partiendo de la realidad concreta, que tiene 

en la presencia de los colectivos armados un ele-
mento de comprobación de la progresiva desins-
titucionalización e impunidad en Venezuela, co-
rresponde a todos –especialmente al Gobierno 
nacional en su carácter de rector de la conviven-
cia– reflexionar a fondo, intentando alejarse de 
la ingenua simplificación y de la peligrosa omi-
sión oficial (complicidad), ante un fenómeno que 
vulnera el delicado tejido social en Venezuela. 
Hay que buscar los caminos de superación.

*Miembro del Consejo de Redacción de SIC. 
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